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i n t r o d u c c i  n 
El contexto histórico, social y político de Colombia es uno de los principales 
factores que ha llevado a que el derecho a la vida, junto al derecho a la inte-
gridad personal, sea uno de los más reclamados ante el Sistema Interameri-
cano de Derechos Humanos. En lo que respecta a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Corte idh), de los  casos contra Colombia que ha 
conocido desde 199 hasta finales de 017, en el 95% de ellos se ha alegado 
la violación de este derecho, y en 15 de los 18 que han sido resueltos se ha 
declarado la responsabilidad del Estado por la vulneración del artículo  de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (cadh), que reconoce 
la vida como derecho (Tabla 1). 
En esta disposición, la cadh reconoce el derecho a la vida en dos di-
mensiones. Por una parte, establece el derecho al respeto de la vida de las 
personas, desde la concepción; y por otra, dispone la proscripción general de 
la pena de muerte1. Esta protección general (prácticamente absoluta en los 
términos de la primera dimensión) ha llevado a que la misma Corte idh haya 
entendido tradicionalmente el derecho a la vida como un elemento sine qua 
non para la realización de los demás derechos previstos en la Convención. 
Pese a ello, también es de señalar que el alcance que el juez interamericano 
ha dado al derecho a la vida es variable en cuanto al paso del tiempo (y los 
cambios de la Corte) y, en particular, al contexto propio de cada uno de los 
1 El artículo , en sus numerales  a 6, establece las condiciones en que la pena de muerte deberá ser 
aplicada en el caso de que los Estados que aún no la hayan abolido: “. En los países que no han 
abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos más graves, en cumplimiento 
de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que establezca 
tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a 
delitos a los cuales no se la aplique actualmente.
 “. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.
 “. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos 
con los políticos.
 “5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, 
tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en 
estado de gravidez.
 “6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la con-
mutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos. No se puede aplicar la 
pena de muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad competente”.
 Ver, p. ej., los casos Myrna Mack Chang, párr. 15; Juan Humberto Sánchez y Niños de la calle 
(Villagrán Morales y otros), párr. 1.
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Estados en que se vulnera. Es por esta razón que este capítulo se ocupa del 
estudio detallado del derecho a la vida en la jurisprudencia interamericana 
en los casos contra Colombia, reconociendo que el alcance, los límites y el 
contenido del mismo han ido evolucionando en el transcurso de los años.
Para tal propósito, el documento se estructura en cuatro partes. Para em-
pezar, identificamos algunas de las similitudes y diferencias que se presentan 
en los casos en los que se ha reclamado el derecho a la vida. Posteriormente, 
estudiamos la forma en que se ha llamado la atención de la Corte idh en 
lo que respecta al derecho; para ello, nos preocupamos principalmente de 
responder a las preguntas sobre el cómo y el quién plantea el debate jurídico, 
y sobre cuál es la discusión en torno a este derecho. En el tercer apartado 
establecemos los problemas jurídicos comunes que se presentan y la forma en 
que fueron resueltos por el juez interamericano. Finalmente, cerramos con 
algunas reflexiones críticas sobre el ejercicio de la cidh, los representantes 
de las víctimas y la Corte idh.
ta b la  1
r e c o n o c i m i e n t o  d e  la   u l n e r ac i  n  
p o r  pa rt e  d e  la  c o rt e  i d h
caso
vulneración del 
derecho a la vida
Caballero Delgado y Santana Sí
Las Palmeras Sí
19 comerciantes Sí
Masacre de Mapiripán Sí
Masacre de Pueblo Bello Sí
Masacres de Ituango Sí
Masacre de La Rochela Sí
Escué Zapata Sí
Valle Jaramillo y otros Sí
Manuel Cepeda Vargas Sí
Vélez Restrepo y familiares No




derecho a la vida
Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río Cacarica 
(Operación Génesis) Sí
Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Sí
Á. Duque No
Yarce y otras Sí
Vereda La Esperanza Sí
Isaza Uribe y otros Pendiente
Villamizar Durán y otros Pendiente
Carvajal Carvajal y otros Pendiente
Omeara Carrascal y otros Pendiente
Fuente: elaboración propia.
1 .  c o m e n ta r i o s  p r e l i m i n a r e s  e n  t o r n o 
a  la s   u l n e r a c i o n e s  a l  d e r e c h o 
a  la   i da  e n  c o l o m b i a 
Respecto del estudio de los casos en los que se han generado violaciones al 
derecho a la vida nos parece interesante realizar al menos tres consideraciones 
preliminares generales que pueden resultar útiles para ubicar al lector en el 
contexto nacional de cara a las páginas que siguen. Estas cuestiones están 
asociadas con el periodo temporal en el que se presentaron las violaciones, 
el número total de vulneraciones y la ubicación geográfica de las mismas, 
así como el contexto general en el que se presentan. 
1 . 1 .  s o b r e  e l  p e r i o d o  t e m p o r a l 
e n  e l  q u e  s e  p r e s e n ta n  la   u l n e r a c i o n e s
Aun cuando el estudio que se presenta en este capítulo corresponde a las 
sentencias proferidas por la Corte idh entre 199 y 017, este periodo no 
 A lo largo de este primer acápite, al referirnos a las violaciones al derecho a la vida hacemos refe-
rencia al número de vidas que se vieron afectadas en los casos, no a los casos en sí mismos. Esto 
quiere decir que en las cifras y porcentajes que incluimos acá, contamos de manera independiente 
cada una de las personas cuya vida terminó o fue puesta en un riesgo serio, grave e inminente.
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corresponde en estricto sentido con la ocurrencia de los hechos que mo-
tivaron los casos. Es así como los hechos del primero de los casos por los 
que se demanda a Colombia tienen lugar en el año de 1985 con la toma (y la 
retoma) del Palacio de Justicia, en Bogotá. A partir de ese momento pode-
mos identificar al menos tres periodos históricos de nuestro país en los que 
podemos agrupar las violaciones al derecho a la vida que se han ventilado 
ante la Corte idh.
El primer periodo es el comprendido entre el 6 de noviembre de 1985 
y el  de enero de 1991. Durante estos más de veinte años ocurrieron un 
total de 99 violaciones al derecho a la vida en Colombia ahora condenadas 
internacionalmente por la Corte idh. Dentro de este lapso podemos ubicar 
los hechos que dieron lugar a los casos Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos 
del Palacio de Justicia), 19 comerciantes, Escué Zapata, Masacre de La Rochela, 
Caballero Delgado y Santana, Masacre de Pueblo Bello y Las Palmeras. 
El segundo periodo va del 9 de agosto de 199 al 1 de diciembre de 
1998 y durante el mismo, el número de vidas afectadas fue de más de cien. 
Aquí se incluyen los hechos que motivaron los casos Manuel Cepeda Vargas, 
Masacres de Ituango, Vereda La Esperanza, Comunidades afrodescendientes 
desplazadas de la cuenca del río Cacarica (Operación Génesis), Masacre de 
Mapiripán, Valle Jaramillo y Masacre de Santo Domingo. 
Finalmente, el último periodo inicia el 6 de octubre de 00 con el homi-
cidio de Ana Teresa Yarce en Medellín e incluirá probablemente la mayoría 
de los casos que estén por venir ante la Corte idh. 
Si bien es cierto que esta distribución temporal fue realizada con base en 
la agrupación de casos bajo el criterio de proximidad cronológica, la misma 
también da cuenta de al menos dos cuestiones histórico-jurídicas de la rea-
lidad nacional colombiana, como lo son la promulgación de la Constitución 
Nacional de 1991 y la implementación jurídica del acuerdo de Santafé de 
Ralito que fue firmado por el Gobierno nacional con el principal grupo 
paramilitar de ese entonces.
 Para este periodo no podemos ofrecer una cifra concreta debido a que en dos de los casos no hay 
total certeza del número de personas cuya vida se vio afectada. En el caso de la Masacre de Ma-
piripán, la Corte idh estimó que fueron aproximadamente 9 personas; en el caso de la Masacre 
de Santo Domingo no se realizó una estimación debido a que el hecho que se consideró como 
violatorio del derecho a la vida podría haber afectado al pueblo entero.
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Caso Rodríguez Vera y otros  
(Desaparecidos del Palacio de Justicia)
6 de noviembre de 1985 - 7 de noviembre de 1985
Víctimas: 1
Victimarios: Ejército




 de octubre de 1987
Víctimas: 19
Victimarios: paramilitares (con apoyo del Ejército)
Causa: falta de pago de “vacunas”
Lugar: Puerto Boyacá, Boyacá
Caso Escué Zapata
18 de febrero de 1988. 
Víctimas: 1
Victimarios: Ejército 
Causa: persecución de líderes indígenas
Lugar: Resguardo Indígena Jambaló, Cauca
Caso de la Masacre de La Rochela
18 de enero de 1989
Víctimas: 15 
Victimarios: paramilitares (con el apoyo del Ejército) 
Causa: ejercicio de funciones judiciales
Lugar: Simacota, Santander
Caso Caballero Delgado y Santana
7 de febrero de 1989 (fecha estimada)
Víctimas:  
Victimarios: Ejército 
Causa: presuntos nexos con la guerrilla 
Lugar: San Alberto, Cesar 
Caso de la Masacre de Pueblo Bello
15 de enero de 1990
Víctimas:  
Victimarios: paramilitares 
Causa: presuntos nexos con la guerrilla 
Lugar: Córdoba
Caso Las Palmeras
 de enero de 1991
Víctimas: 6 
Victimarios: Policía de Putumayo 
Causa: desconocida - falsos positivos 
Lugar: Mocoa, Putumayo
Caso Manuel Cepeda Vargas
9 de agosto de 199
Víctimas: 1 
Victimarios: Ejército (con el apoyo de paramilitares) 
Causa: participación activa en la Unión Patriótica 
Lugar: Bogotá
Caso de la Masacre de Ituango (La Granja)
11 de junio de 1996
Víctimas:  
Victimarios: paramilitares (con el apoyo del Ejército) 
Causa: presuntos nexos con la guerrilla 
Lugar: Ituango, Antioquia
Caso Vereda La Esperanza
1 de junio de 1996 - 7 de diciembre de 1996
Víctimas: 11 
Victimarios: paramilitares (con el apoyo del Ejército) 
Causa: presuntos nexos con la guerrilla 
Lugar: Carmen de Viboral, Antioquia
Caso Comunidades afrodescendientes desplazadas 
del río Cacarica (Operación Génesis)
7 de febrero de 1997
Víctimas: 1 
Victimarios: paramilitares (con el apoyo del Ejército) 
Causa: presuntos nexos con la guerrilla 
Lugar: Río Cacarica, Chocó
Caso de la Masacre de Mapiripán
15 de julio de 1997 – 0 de julio de 1997
Víctimas: 9 aprox. 
Victimarios: paramilitares 
Causa: disputa de propiedad privada por cabezas  
de ganado 
Lugar: Mapiripán, Meta
Caso de la Masacre de Ituango (El Aro)
 de octubre 1997
Víctimas: 15 
Victimarios: paramilitares (con el apoyo del Ejército) 
Causa: presuntos nexos con la guerrilla
Lugar: Ituango, Antioquia
Caso Valle Jaramillo
7 de febrero de 1998
Víctimas: 1 
Victimarios: paramilitares 
Causa: persecución contra defensores de derechos 
humanos 
Lugar: Medellín, Antioquia
Caso de la Masacre de Santo Domingo
1 de diciembre de 1998 - 1 de diciembre de 1998
Víctimas: número indeterminado 
Victimarios: Ejército 
Causa: bombardeo a campamento de la guerrilla 
Lugar: Santo Domingo, Arauca
Caso Yarce y otras
6 de octubre de 00
Víctimas: 1 
Victimarios: particular 
Causa: defensora de derechos humanos 
Lugar: Medellín, Antioquia
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 i o la c i o n e s  a l  d e r e c h o  a  la   i da  e n  c o l o m b i a
Fuente: elaboración propia.
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1 .  .  d i s t r i b u c i  n  g e o g r  f i c a  d e  la s   i o la c i o n e s 
y  c la s i f i c a c i  n  d e  l o s  c a s o s
Por otra parte, resulta interesante caracterizar las violaciones con base en el 
lugar en donde ocurrieron. Para tales efectos, a continuación presentamos 
un mapa en el que se relaciona el número de violaciones por departamento. 
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De la representación gráfica anterior podemos resaltar que la mayoría 
de las violaciones al derecho a la vida que se han resuelto por la Corte idh 
han tenido lugar en las zonas rurales. En concreto, de los casos que hemos 
estudiado, diez (de los quince) han ocurrido en el campo, lo que lleva a que 
más de 150 atentados contra la vida de los colombianos hayan tenido lugar 
allí. Pero lo más relevante de lo anterior es que esa tendencia a la violación al 
derecho a la vida en las zonas rurales se explica a partir del conflicto armado 
que Colombia ha padecido durante los últimos sesenta años. De hecho, los 
quince casos en los que la Corte idh reconoció la vulneración al derecho a la 
vida están asociados en cierta medida con este conflicto, en particular, con 
el fenómeno del paramilitarismo. 
Ahora bien, a pesar de que todos los casos mantienen relación con el 
contexto de violencia del país, es posible clasificarlos al menos en tres tipos.
El primer grupo de casos es el que corresponde a las masacres realizadas 
en el marco del conflicto, independientemente de si fueron perpetradas por 
el Ejército, los paramilitares o por ambos. Dentro de esta categoría ubicamos 
los casos Palacio de Justicia (Rodríguez Vera y otros), 19 comerciantes, Masacre 
de La Rochela, Masacre de Pueblo Bello, Las Palmeras, Masacres de Ituango, 
Vereda La Esperanza, Masacre de Mapiripán y Masacre de Santo Domingo. 
Una segunda agrupación es la que corresponde a las violaciones de dere-
chos humanos perpetradas en contra de líderes y/o defensores de derechos 
humanos. En esta categoría ubicamos los casos Escué Zapata, Manuel Cepeda 
Vargas, Valle Jaramillo y Arce y otras. 
Finalmente, en el último grupo, se ubican aquellos casos que si bien 
responden a los actores del conflicto, se constituyen como violaciones indi-
viduales o aisladas dentro de este contexto. En este se encuentran los casos 
Delgado Caballero y Santana y Comunidades afrodescendientes desplazadas de 
la cuenca del río Cacarica (Operación Génesis). Esta última es incluida en esta 
categoría debido a que respecto al derecho a la vida solo afectó a una persona. 
1 .  .  e l  c o n f l i c t o  a r m a d o  e n  c o l o m b i a 
y  la  c o o p e r a c i  n  e n t r e  la s  f u e r z a s  a r m a da s 
y  l o s  g r u p o s  pa r a m i l i ta r e s
Antes de adentrarnos en el análisis del alcance y el contenido del derecho a 
la vida en los casos contra Colombia resulta necesario poner de presente un 
elemento adicional que es común a la mayoría de los casos. 
1 La arquitectura del derecho a la vida en los casos contra Colombia
Debido a la realidad del conflicto armado en Colombia, la Corte idh 
ha reconocido en reiteradas oportunidades que se trata de una situación 
compleja en términos de la individualización de los responsables directos 
de las violaciones a los derechos humanos. Esto es reforzado por el hecho 
de que, ante el desarrollo y particularidades del conflicto, el mismo Estado 
contribuyó, a través de un decreto, a la creación de cuerpos armados particu-
lares (llamados “autodefensas”) para apoyar en la lucha y control territorial 
contra las guerrillas. 
No obstante, los diferentes grupos de autodefensa se convirtieron en 
organizaciones armadas dedicadas a la comisión de ilícitos. Estos grupos 
devenidos ilegales recibieron el nombre de grupos paramilitares, por lo que 
posteriormente las autodefensas fueron desestimuladas y proscritas, a través 
de diversos instrumentos jurídicos como la Ley 18 de 1997, el Decreto  
de 000 y el Decreto 18 de 00. 
Ahora bien, pese a que el Estado adoptó actos legislativos para deses-
timular y prohibir los grupos paramilitares, el fenómeno de estos grupos 
se ha mantenido vigente hasta el día de hoy, con particular presencia en 
regiones del occidente del país, que se ha agravado por sus vínculos con las 
Fuerzas Armadas. 
Todo esto, con particular mención a la relación entre el paramilitarismo 
y las autoridades de la fuerza pública y en particular el Ejército, ha sido 
reconocido en numerosos informes de las Naciones Unidas5 y al menos en 
seis sentencias de la Corte idh6. De allí que el número de casos en los que 
Colombia haya sido declarada responsable únicamente por omisión a su 
deber de prevenir y proteger el derecho a la vida en términos de los artículos 
1.1 y  sea solo del 9%.
Tras haber señalado la importante relación que mantiene la violación 
del derecho a la vida con el conflicto armado, acto seguido procedemos a 
5 Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la 
situación de los derechos humanos en Colombia. E/CN./001/15. 0 de marzo de 001, párrs. 
11, 1 y 5; Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia. E/CN./005/10. 8 de febrero 
de 005, párrs. 9, 5, 61, 7, 8, 87, 11 a 116; Informe del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Colombia. 
E/CN./00/1. 17 de febrero de 00, párrs. , , 6, 59, 65 y 7.
6 Casos 19 comerciantes, Masacre de Mapiripán, Masacre de La Rochela, Manuel Cepeda Vargas, 
Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río Cacarica y Yarce y otras.
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estudiar la forma en que este derecho ha sido puesto a consideración del 
juez interamericano. 
 .  la  i n t r o d u c c i  n  d e l  d e b at e  s o b r e  e l  d e r e c h o 
a  la   i da  a n t e  la  c o rt e  i d h
En este segundo acápite presentamos de manera esquemática la forma en 
que el debate en torno a la violación o el respeto al derecho a la vida ha sido 
introducido en el marco del ejercicio jurisdiccional de la Corte idh. Para 
ello, procuramos responder a las preguntas del quién y el cómo ha sido 
reclamado el derecho, y en tal sentido analizamos cuándo y cuáles han sido 
las controversias jurídicas que se han generado con el Estado.
Para empezar, es de señalar que de los 17 casos en los que se ha alegado 
la violación al derecho a la vida, en 15 lo ha sido por parte de la cidh7 y en 
los dos restantes por los representantes de las víctimas8. También es de des-
tacar que en los 15 casos sometidos por la Comisión a la consideración de la 
Corte esta reconoció la vulneración del mismo, mientras que en los que fue 
invocado por los representantes de las víctimas la pretensión no prosperó.
Lo anterior se explica porque en la mayoría de los casos en los que la cidh 
fue quien puso de presente la violación del derecho a la vida lo hizo bajo la 
argumentación de la privación arbitraria del mismo, fuese por acción directa 
de agentes del Estado o por omisión a su deber de prevención y protección. 
Esto quiere decir que la Comisión ha mantenido como criterio para su 
ejercicio ante la Corte idh que para reclamar el derecho a la vida este haya 
sido materialmente vulnerado, en otras palabras, que medie una muerte.
En cambio, cuando han sido los representantes de las víctimas quienes 
han traído a colación la vulneración al derecho a la vida, lo han hecho so-
bre la base del argumento de que la vida de la víctima estaba en un riesgo 
considerable. Ahora bien, aun cuando este argumento es legítimo y, como 
lo veremos más adelante, la Corte idh lo ha utilizado en los casos contra 
Colombia para reconocer la vulneración al derecho a la vida, la forma y el 
7 Casos Caballero Delgado y Santana, Las Palmeras, 19 comerciantes, Masacre de Mapiripán, Masacre 
de Pueblo Bello, Masacres de Ituango, Masacre de La Rochela, Escué Zapata, Valle Jaramillo y otros, 
Manuel Cepeda Vargas, Masacre de Santo Domingo, Comunidades afrodescendientes desplazadas del 
río Cacarica (Operación Génesis), Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia), 
Yarce y otras y Vereda La Esperanza. 
8 Casos Vélez Restrepo y otros y Ángel Alberto Duque. 
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contexto en el que los representantes lo han utilizado ha sido desfavorable 
debido a la falta de acreditación de los elementos necesarios para que el 
riesgo pueda ser imputado al Estado. 
Para efectos de responder de manera adecuada y clara a las interrogantes 
que nos hemos propuesto, procedemos a presentar las diferentes discusiones 
que se han presentado en el seno de la Corte idh con ocasión de los argumen-
tos y planteamientos esgrimidos por las diferentes partes de los procesos. 
 . 1 .  la  d e s a pa r i c i  n  f o r z a da 
c o m o  c o n d u c ta  p l u r i o f e n s i a
Uno de los argumentos que ha utilizado la cidh para presentar la vulneración 
al derecho a la vida ante la Corte idh ha sido la noción de la desaparición 
forzada como una conducta pluriofensiva respecto a los derechos a la vida, 
a la integridad personal y a la libertad personal. Estrategia que ha resulta-
do especialmente útil en casos tan complejos como Rodríguez Vera y otros 
(Desaparecidos del Palacio de Justicia).
Pese a ello, la construcción de esta estrategia tiene origen más antiguo 
(procesalmente hablando), como lo es el caso Caballero Delgado y Santana, 
en el que implícitamente se presentaba la controversia como una desaparición 
forzada. Esto debido a que las circunstancias del caso suponían la detención 
y desaparición de dos personas por parte de miembros del Ejército Nacional, 
las cuales seis años después de los hechos permanecían desaparecidas. En 
ese entonces, la estrategia utilizada por la cidh y que fue acogida por el juez 
interamericano fue la de aplicar la figura de la presunción de muerte por 
desaparición, tan propia del derecho nacional colombiano9. 
Posteriormente, a partir del caso de la Masacre de Pueblo Bello, la cidh 
modificó su forma de argumentación al introducir en su ejercicio la figura 
de la desaparición forzada. No obstante, para este caso se intentó acreditar 
los elementos propios de la desaparición forzada10 mediante la intervención 
de agentes estatales expresada en la aquiescencia y/o tolerancia al parami-
9 Corte idh. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Fondo. Sentencia del 8 de diciembre 
de 1995. Serie C n.º , párr. 6.
10 Los elementos necesarios para que se configure la desaparición forzada según la Corte idh son: 
la privación o detención arbitraria e ilegal, la intervención de agentes estatales y la negativa de 
reconocer tal detención y el paradero de la víctima. Ver, al respecto, con mayor profundidad, Corte 
idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Excepciones 
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litarismo11. Esta estrategia resultó especialmente interesante, tomando en 
consideración que en el caso 19 comerciantes fue la misma Comisión la que, 
dentro del procedimiento ante ella, desestimó la idea de la desaparición 
forzada de las víctimas por la falta de intervención directa de los agentes 
estatales y, por el contrario, adelantó el caso ante la Corte idh bajo la figura 
de la ejecución extrajudicial1.
Finalmente, la cidh terminó por utilizar la figura de la desaparición 
forzada como conducta pluriofensiva a la luz de la cadh y la Convención In-
teramericana sobre Desaparición Forzada de Personas en los casos Rodríguez 
Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) y Vereda La Esperanza1. 
Para ello, desde el momento de la demanda se procuró acreditar los tres ele-
mentos de la desaparición forzada, hasta tal punto que en el caso Palacio de 
Justicia, el Estado fue llevado a reconocer su responsabilidad internacional 
por la desaparición forzada de dos de las catorce víctimas1. 
A la luz de lo anterior se puede apreciar que en realidad la cidh ha ido 
construyendo y puliendo su estrategia de defensa en los casos en que se 
vulnera el derecho a la vida con ocasión de la desaparición de una persona. 
No obstante, es de resaltar que dentro de este ejercicio de la Comisión se 
han presentado imprecisiones técnicas y contradicciones como la que seña-
lábamos entre los casos Masacre de Pueblo Bello y 19 comerciantes, que al final 
del día son comprensibles dentro de un proceso constructivo de aprendizaje 
sobre las herramientas procesales y sustanciales a las que tienen acceso. 
Por su parte, la reacción que ha tenido el Estado frente a esta cadena 
argumentativa que ha venido implementando la cidh (y los representantes 
por adhesión), ha sido principalmente la de escudarse en la debilidad proba-
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. Serie C n.º 
87, párrs. 7 ss.
11 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párrs.  y .
1 Corte idh. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 5 de 
julio de 00. Serie C n.º 109, párrs.  y 8.
1 Corte idh. Caso Vereda La Esperanza vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia del 1 de agosto de 017. Serie C n.º 1, párrs. 1, 71 ss.; Corte idh. Caso Ro-
dríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. Serie C n.º 87, párr. .
1 Corte idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. 
Serie C n.º 87, párr. 1.
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toria. Así por ejemplo, en los cuatro casos a los que hemos hecho referencia 
en este acápite, el Estado edificó su estrategia de defensa en la debilidad 
probatoria que existía para poder respaldar ya fuera la participación de los 
agentes estatales o la desaparición de las personas15.
No obstante, el Estado también ha utilizado argumentos interesantes 
(aunque implausibles) para eximirse de la responsabilidad derivada de las 
violaciones realizadas por terceros. Así por ejemplo, en el caso de la Masacre 
de Pueblo Bello, agentes de Colombia alegaron que no podría ser declarada 
responsable internacionalmente por cuanto los hechos acreditados dentro del 
proceso no podían ser atribuidos con base en las estructuras de imputación 
del hecho al Estado, como ocurre en el derecho nacional16.
En suma, la estrategia que ha utilizado el Estado ha sido tendiente a evadir 
su responsabilidad mediante la desviación de la discusión hacia cuestiones 
eminentemente procesales, como la idoneidad de la prueba, la valoración 
de la misma y la utilización de argumentos teóricos, sin preocuparse de 
desvirtuar de manera real y sustancial las acusaciones que se le hacen. Pese 
a que esto en el fondo demuestra una actitud sensata por parte del Estado 
al no invisibilizar o desmentir las ocurrencia de las violaciones de derechos 
humanos, termina anulándose con el hecho de que en la mayoría de los casos 
niegue de manera tajante su participación y responsabilidad en la creación 
de un contexto de conflicto armado y paramilitarismo, tal y como lo veremos 
más adelante.
 .  .  la s  e j e c u c i o n e s  e  t r a j u d i c i a l e s  e n  l o s  c a s o s 
d e  la s  m a s a c r e s  y  e l  a s e s i n at o  d e  l  d e r e s
El segundo planteamiento y el más utilizado es aquel en que se alega la viola-
ción al derecho a la vida como consecuencia de una ejecución extrajudicial o 
sumaria de personas. Esta es la figura que ha utilizado la cidh para perseguir 
15 Corte idh. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Fondo. Sentencia del 8 de diciembre 
de 1995. Serie C n.º , párr. ; Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. 
Sentencia del 1 de enero de 006. Serie C n.º 10, párr. 10 E; Corte idh. Caso Rodríguez Vera 
y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. Serie C n.º 87, párr. .
16 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 10 B.
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la responsabilidad internacional del Estado en los casos de las masacres17 y 
en los casos de los asesinatos a líderes o defensores de derechos humanos18. 
A este respecto, la argumentación empleada por la cidh puede ser tenida 
como constante, habiendo sido utilizada siempre que los supuestos fácticos 
del caso indican la muerte de una o más personas, sea a manos de paramili-
tares o de agentes del Estado, en donde las víctimas son detenidas y poste-
riormente asesinadas sin ningún tipo de justificación válida. Encontramos 
también que en estos casos por lo general la cidh trae a colación homicidios 
o masacres realizados con medios brutales (degüello, fusilamiento, tortura) 
y en algunas oportunidades, como en el caso Las Palmeras, ha utilizado el 
dih para defender su posición. 
Por su parte, la respuesta del Estado ante tales acusaciones, en la mayoría 
de los casos, ha terminado por ser la del reconocimiento de responsabilidad 
dadas las resoluciones judiciales a nivel interno que han declarado los hechos 
como probados19. No obstante, en los casos en los que no ha reconocido su 
responsabilidad, su defensa se ha estructurado sobre dos pilares: la debi-
lidad del acervo probatorio y la contradicción del argumento permanente 
que reclama que el Estado contribuyó de manera general a la consolidación 
y funcionamiento de los grupos paramilitares. 
 .  .  la  r e s p o n s a b i l i da d  d o b l e  p o r  a c c i  n 
y  o m i s i  n  e n  l o s  c a s o s  d e  c o o p e r a c i  n  e n t r e 
a g e n t e s  e s tata l e s  y  g r u p o s  pa r a m i l i ta r e s
Un tercer argumento que es frecuente en las demandas de la cidh (y que ha 
obligado a la Corte idh a pronunciarse in extenso al respecto) es, tal y como lo 
adelantamos en el punto anterior, la conexidad y cooperación entre los grupos 
paramilitares y los agentes estatales (particularmente el Ejército Nacional). 
Esta cuestión ha sido presentada en un doble sentido ante la Corte, con 
el propósito de responsabilizar al Estado por las violaciones al derecho a la 
17 Casos Las Palmeras, 19 comerciantes, Masacre de Mapiripán, Masacre de Pueblo Bello, Masacres 
de Ituango, Masacre de La Rochela y Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río 
Cacarica (Operación Génesis). 
18 Casos Escué Zapata, Valle Jaramillo y otros y Manuel Cepeda Vargas. 
19 Casos Las Palmeras, Masacre de Mapiripán, Masacres de Ituango, Masacre de La Rochela, Escué 
Zapata, Valle Jaramillo y otros y Manuel Cepeda Vargas. 
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vida que se han cometido en los casos contra Colombia. Planteamiento que 
pretende, por un lado, responsabilizar al Estado por su contribución directa 
a la aparición del fenómeno del paramilitarismo, y por el otro, vincular de 
manera directa, sea por acciones materiales o por aquiescencia, a los agentes 
estatales con la vulneración al derecho a la vida. Veamos entonces cómo ha 
sido el planteamiento y desarrollo de cada una de estas dimensiones.
En cuanto a lo que hemos denominado la primera dimensión de este 
argumento, que hace referencia a la contribución general del Estado al fe-
nómeno del paramilitarismo, conviene resaltar que la cidh ha sido constante 
en plantearlo en al menos seis de los nueve casos que han involucrado a los 
paramilitares. Para tales efectos, se ha esforzado por poner de presente que 
el Estado fue quien permitió y promovió la creación de fuerzas de seguridad 
especial privadas (denominadas en ese entonces “autodefensas”) para la 
lucha contra las guerrillas0. En ese mismo sentido, ha alegado que, cuando 
estos grupos devinieron en paramilitares, con lo que se situaron fuera de la 
ley, el Estado no tomó las medidas necesarias y suficientes para atender y 
disminuir su presencia en el territorio. 
Vemos entonces que este primer argumento de la cidh supone una do-
ble atribución de responsabilidad al Estado en términos de las obligaciones 
derivadas del artículo 1.1 cadh.
En cambio, la segunda dimensión del planteamiento de la cidh pretende 
responsabilizar al Estado en virtud de la violación directa del artículo .1 
cadh. Esto debido a que en al menos cinco de los nueve casos que tienen que 
ver con el paramilitarismo, la cidh asegura que agentes del Ejército Nacional 
tuvieron participación directa en la vulneración del derecho a la vida. 
Esta participación, en casos como Manuel Cepeda Vargas, se plantea con 
relación a la autoría material del delito que terminó con la vida de la víctima 
en cabeza de agentes estatales1. No obstante, en la mayoría de los casos en 
0 A modo de ejemplo, ver las siguientes providencias: Corte idh. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. 
Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 5 de julio de 00. Serie C n.º 109, párr. 11; Corte 
idh. Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia del 15 de septiembre de 005. 
Serie C n.º 1, párr. 98. E); Corte idh. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 6 de mayo de 010. Serie C n.º 1, 
párr.  y 68; Corte idh. Caso de las Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río 
Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas. Sentencia del 0 de noviembre de 01. Serie C n.º 70, párr. 00.
1 Corte idh. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia del 6 de mayo de 010. Serie C n.º 1, párr. 68.
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los que se utiliza este argumento, la cidh procura presentar tal participación 
de las Fuerzas Armadas a través de la asistencia intelectual del Ejército o 
la aquiescencia para la comisión de delitos que vulneran los derechos de las 
personas por parte de sus agentes.
Por su parte, el Estado colombiano ha estructurado su defensa a estos 
alegatos negando de manera tajante que la aparición de las autodefensas pueda 
ser tenida como una contribución directa del Estado al fenómeno del para-
militarismo. Sin embargo, el verdadero esfuerzo del Estado se ha enfocado 
en desvirtuar, en la mayoría de oportunidades, la cooperación y articulación 
de las estructuras paramilitares con los miembros del Ejército, para lo que ha 
utilizado principalmente el argumento de la falta de pruebas incriminatorias.
Pese a lo anterior, es de resaltar que el Estado en algunos casos, como el 
de Manuel Cepeda Vargas, no ha podido utilizar el argumento de la debilidad 
probatoria puesto que tribunales nacionales han declarado la participación de 
los integrantes del Ejército o la existencia de nexos con grupos paramilitares.
 .  .  e l  d e b e r  e s p e c i a l  d e  p r e  e n c i  n 
y  p r o t e c c i  n  a  d e f e n s o r e s  d e  d e r e c h o s  h u m a n o s 
y  l  d e r e s  i n d  g e n a s  y  p o l  t i c o s
Otro argumento que ha sido utilizado por la cidh de manera permanente 
en los casos de violencia contra defensores de derechos humanos, líderes 
indígenas5 e integrantes del Movimiento Unión Patriótica6 ha sido el de 
la violencia sistemática y generalizada en el país en contra de estas perso-
nas7. Para ello, la cidh ha defendido la idea de que en el contexto nacional 
 Corte idh. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 5 de 
julio de 00. Serie C n.º 109, párrs.  y 157 E; Corte idh. Caso de las Comunidades afrodescen-
dientes desplazadas de la cuenca del río Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 0 de noviembre de 01. Serie C n.º 
70, párr. 00.
 Corte idh. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
del 11 de mayo de 007. Serie C n.º 16, párr.  y 71; Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. Serie C n.º 10, párrs.  y 97.
 Casos Valle Jaramillo y otros y Yarce y otras.
5 Caso Escué Zapata.
6 Caso Manuel Cepeda Vargas.
7 Corte idh. Caso Escué Zapata vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de julio 
de 007. Serie C n.º 165, párr.  y ; Corte idh. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, 
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de Colombia y en la historia reciente del país, la persecución y asesinato de 
las personas que pertenecen a estas tres categorías ha sido categórica, hasta 
el punto de convertirse en un patrón de comportamiento de las Fuerzas 
Armadas y los grupos paramilitares. 
El Estado en todos los casos, inclusive cuando ha reconocido la responsa-
bilidad internacional por la muerte de algunas de las víctimas, no ha recono-
cido la existencia de tales patrones de violencia sistemática y generalizada en 
contra de defensores de derechos humanos, pueblos indígenas o integrantes 
de la Unión Patriótica8. Tanto es así que incluso ha desvirtuado la validez 
como prueba de informes nacionales e internacionales que dan cuenta de la 
situación de derechos humanos que afrontan estos tres grupos9.
No obstante, en el caso Yarce y otras el Estado reconoció de manera implí-
cita la existencia de una violencia generalizada en la Comuna 1 de Medellín, 
que tuvo relación directa y agravó la situación de la señora Ana Cecilia Yarce. 
Pese a ello, el Estado se escudó en que ya había tomado medidas para atender 
tal situación a través de un nuevo modelo de investigación criminal0. 
Ahora bien, con relación a esta cuestión, resulta oportuno señalar que 
corresponde a una de las controversias subsistentes (en todos los casos en 
los que se invocó) que obligaron, tal y como lo veremos más adelante, a que 
la Corte idh tomara posición al respecto y reconociera o no este tipo de 
patrones como factores determinantes en la violación al derecho a la vida.
 . 5 .  la  e  i s t e n c i a  d e  u n  r i e s g o  r e a l 
c o n t r a  e l  d e r e c h o  a  la   i da
Otro argumento que han traído a colación los representantes de las víctimas 
en el caso Duque es aquel que asegura que el derecho a la vida de las víctimas 
reparaciones y costas. Sentencia del 7 de noviembre de 008. Serie C n.º 19, párr. 71; Corte 
idh. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia del 6 de mayo de 010. Serie C n.º 1, párr.  y 68; Corte idh. Caso Yarce 
y otras vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de 
noviembre de 016. Serie C n.º 5, párr. .
8 Corte idh. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 
7 de noviembre de 008. Serie C n.º 19, párr. 71.
9 Corte idh. Caso Escué Zapata vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de julio 
de 007. Serie C n.º 165, párr. .
0 Corte idh. Caso Yarce y otras vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia del  de noviembre de 016. Serie C n.º 5, párr. 8.
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se ve afectado cuando este se ha puesto en un riesgo flagrante. En concreto, 
este argumento, que amplía el alcance tradicional y evidente del derecho a la 
vida, se esgrimió al considerar que al negársele la pensión de sobreviviente de 
su pareja a la presunta víctima, quien padecía de vih, se ponía en un riesgo 
real, actual e inminente su vida por no contar con los medios para cubrir el 
tratamiento antirretroviral que venía tomando, lo que podría resultar fatal. 
Al respecto el Estado intentó su defensa tratando de desvirtuar la exis-
tencia del riesgo mediante la demostración de que el régimen subsidiado 
de salud le podía permitir a la presunta víctima evitar la suspensión del 
tratamiento antirretroviral y en consecuencia escapar a la concreción del 
riesgo de morir.
Ahora bien, a pesar de que en esta oportunidad dicho argumento no fue 
tenido en cuenta por la Corte idh y por tanto la pretensión de los represen-
tantes de que se declarara la responsabilidad por la vulneración al derecho 
a la vida no prosperó, resulta oportuno destacar el origen del mismo. En tal 
sentido, es interesante ver cómo los representantes de la víctima trataron 
de extrapolar la figura del riesgo desarrollada ex officio por la Corte idh en 
el caso de la Masacre de La Rochela1.
En aquella ocasión el juez interamericano acogió la teoría del riesgo a la 
vida, declarando la responsabilidad del Estado por el riesgo que asumieron 
tres personas que por causas fortuitas no murieron en el transcurso de una 
ejecución extrajudicial. No obstante, en aquella controversia quedó claro 
que se trataba de una situación excepcional, que para que resultase aplicable 
debía acreditarse la intención de terminar con la vida, el grado y tipo de 
fuerza conducentes a la muerte, en particular cuando se hubiesen generado 
heridas cercanas a ella. 
En conclusión, vemos que aun cuando los representantes de la víctima 
intentaron aprovechar al máximo la jurisprudencia preexistente en los casos 
1 Corte idh. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
del 11 de mayo de 007. Serie C n.º 16, párr. 1.
 La teoría del riesgo ha sido también llamada como la teoría de la vulnerabilidad. Al respecto ver 
por ejemplo: rosmelin estupiñán-silva. “La vulnerabilidad en la jurisprudencia interamericana 
de derechos humanos: esbozo de una tipología”, en laurence burgogue-larsen, antonio 
maués y beatriz sánchez mojica, Derechos humanos y políticas públicas, España, Dhes - Red de 
Derechos Humanos y Educación Superior, 01.
 Corte idh. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
del 11 de mayo de 007. Serie C n.º 16, párr. 16.
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contra Colombia, fallaron al omitir la verificación de los requisitos para ello. 
No obstante, el verdadero error que se cometió fue el de tratar análogamente 
dos casos y supuestos sustancialmente diferentes, respecto de los cuales la 
atribución de responsabilidad era incompatible. 
 . 6 .  la  fa lta  d e  i n  e s t i g a c i  n  y  s a n c i  n 
d e  l o s  r e s p o n s a b l e s  d i r e c t o s
Por último, hacemos referencia a un argumento que se ha planteado de 
manera constante y uniforme en la gran mayoría de los casos que hemos 
estudiado. Se trata de la solicitud de la cidh para responsabilizar al Estado 
por la violación del derecho a la vida por la ausencia de una investigación y 
sanción de los responsables directos de las muertes. Pese a la reiteración de 
este argumento, podemos ver que por lo general la cidh utiliza una de dos 
vertientes del mismo argumento. 
La primera de ellas es la que plantea en términos generales que dentro 
de los deberes que se derivan de la obligación general de prevención y pro-
tección del derecho a la vida, y en general de todos los derechos reconocidos 
en la cadh, se encuentra la obligación de conducir una investigación seria 
y completa sobre las situaciones que tengan la virtualidad de vulnerar 
tales derechos. La otra, es la que asegura que más allá de que exista una 
investigación seria y completa, esta debe ser diligente, profunda, efectiva 
e imparcial.
Al respecto vemos que en los primeros casos en los que se utilizó, como 
Caballero Delgado y Santana y Las Palmeras, la construcción del argumento 
sobre la investigación giraba en torno al esclarecimiento de los hechos mate-
riales que llevaron a la muerte (y a la presunta muerte), los responsables de la 
vulneración, la sanción de ellos y la reparación de las víctimas. Cabe men-
cionar que para sustentar esta obligación en cabeza del Estado colombiano, 
la cidh utilizó principalmente la lógica de los artículos , 51. y 9.b cadh 
y la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (tedh)5. 
 Corte idh. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Fondo. Sentencia del 8 de diciembre 
de 1995. Serie C n.º , párr. ; Corte idh. Caso Las Palmeras vs. Colombia. Fondo. Sentencia 
del 6 de diciembre de 001. Serie C n.º 90, párr. ; Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello 
vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. Serie C n.º 10, párrs. 98 y 99.
5 Corte idh. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Fondo. Sentencia del 8 de diciembre 
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Con posterioridad, la configuración del argumento varió ligeramente, 
al incorporar la idea de aquiescencia por parte de los agentes estatales (en 
esencia, los integrantes del Ejército Nacional) en la comisión de delitos 
contra la integridad personal y la vida de las personas, al no investigar ni 
prevenir las amenazas y violaciones6. 
Finalmente, el desarrollo del argumento y la consolidación de las dos 
vertientes que señalábamos como una sola, se inició con el caso Escué Zapata, 
en donde la cidh alegó que la obligación del Estado se traducía en el deber 
de investigar de manera completa y diligente las amenazas y vulneraciones 
al derecho a la vida7. Posteriormente, se reafirmó en un caso tras otro que 
dicho deber cobraba especial relevancia en aquellos casos en los que había un 
contexto sistemático de violencia, persecución y vulneraciones a los derechos 
humanos, y que la diligencia del Estado en la investigación se veía cualificada 
cuando se trataba de crímenes complejos y pluriofensivos8.
La reacción del Estado ante este argumento y sus diversas formulaciones 
se puede clasificar en tres tipos. En primer lugar, vemos que al principio 
el Estado elude las acusaciones justificando la existencia de investigaciones 
internas conforme a estándares y procedimientos del derecho interno y 
asegurando que los estándares del tedh no resultan aplicables9. La se-
gunda forma en la que el Estado se ha defendido es tratando de desvirtuar 
su responsabilidad escudándose en la exoneración de responsabilidad por 
parte de tribunales internos0. Finalmente, una tercera conducta, que se 
pudo apreciar en el caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de 
de 1995. Serie C n.º , párrs. 56 ss.; Corte idh. Caso Las Palmeras vs. Colombia. Fondo. Sentencia 
del 6 de diciembre de 001. Serie C n.º 90, párr. 9.
6 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 96.
7 Corte idh. Caso Escué Zapata vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de julio 
de 007. Serie C n.º 165, párrs.  y .
8 Corte idh. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 
7 de noviembre de 008. Serie C n.º 19, párr.  y 67; Corte idh. Caso Manuel Cepeda Vargas 
vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 6 de mayo 
de 010. Serie C n.º 1, párrs.  y 68.
9 Corte idh. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Fondo. Sentencia del 8 de diciembre 
de 1995. Serie C n.º , párr. ; Corte idh. Caso Las Palmeras vs. Colombia. Fondo. Sentencia 
del 6 de diciembre de 001. Serie C n.º 90, párr. 0.
0 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 10.
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Justicia), es el reconocimiento de responsabilidad frente a la no investigación 
de los hechos1. 
Al respecto podemos anotar que la cuestión sobre la obligación del Esta-
do de investigar los hechos que generaron las vulneraciones al derecho a la 
vida y sancionar a los responsables directos es una de las controversias más 
decantadas en la jurisprudencia interamericana en los casos contra Colom-
bia. Esto en parte se traduce en una prueba fehaciente de la impunidad que 
ha imperado en el país desde hace años, en particular en lo que respecta a 
las violaciones en el marco del conflicto armado. Pero, a su vez, también 
supone un argumento estratégico, útil e idóneo para la reivindicación del 
derecho a la vida en los casos litigados ante la Corte idh. 
 . 7.  c o n s i d e r a c i o n e s  f i n a l e s  e n  t o r n o 
a  la  a r g u m e n ta c i  n  d e  la s  pa rt e s
Aunque en las páginas anteriores las alusiones respecto a los argumentos 
esgrimidos por los representantes de las víctimas han sido mínimas, debi-
do a su similitud y concordancia con los de la cidh, en términos generales 
podemos reconocer que la estrategia litigiosa tanto de la cidh como de los 
representantes de la víctimas y del Estado ha sido constante, a pesar de su 
evolución ascendente. Es así que hemos podido identificar al menos seis 
argumentos sobre los que se han estructurado controversias sustanciales 
entre las partes. 
En tal sentido, del actuar de la cidh podemos recordar que los principales 
instrumentos utilizados para la reivindicación del derecho a la vida ante la 
Corte idh han sido (en términos materiales de las violaciones), la desapa-
1 Corte idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. 
Serie C n.º 87, párr. 1.
 Esta situación de impunidad ha sido un fenómeno constante hasta la fecha. Ver al respecto (y en 
particular en lo que respecta a la situación posterior a la firma del acuerdo de paz), entre otros, 
camilo eduardo umaña hernández. “La mula muerta: el tema de la impunidad en Colombia 
y el contexto de las negociaciones de La Habana”, en magdalena correa henao y paula 
robledo silva, El diseño institucional del Estado democrático en América Latina, Bogotá, Univer-
sidad Externado de Colombia, 018; y carrillo ballesteros, josé guillermo. “Impunidad y 
reconstrucción de la memoria histórica en Colombia”, en camilo eduardo umaña hernández 
(ed.), La justicia al encuentro de la paz en contextos de transición. Reflexiones actuales para desafíos 
colombianos, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 018.
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rición forzada y las ejecuciones extrajudiciales. Pero a su vez, en términos 
de las obligaciones generales del Estado, han sido utilizados la noción del 
deber especial de protección, la responsabilidad doble por conexidad (entre 
agentes estatales y paramilitares) y la obligación de investigar como elemento 
del deber de prevención y protección. 
Esto quiere decir que en realidad la Comisión ha asumido una estrategia 
que en últimas podría ser descrita como sumatoria de argumentos dirigidos 
a lograr un “blindaje” doble para la protección y garantía (o más bien su re-
conocimiento) del derecho a la vida. En concreto, nos referimos a que la cidh 
estructura la reclamación del derecho en clave de la violación directa del derecho 
(entendida como la privación arbitraria de la vida) contemplado en el artículo 
.1 cadh. Pero a su vez, lo hace en relación con el artículo 1.1 cadh del cual se 
deriva la obligación general de prevención, protección y garantía de tal derecho. 
Para ello, la Comisión ha sabido no solo aprovechar muy bien la expe-
riencia contenciosa ante la Corte idh (tanto en los casos colombianos como 
en los que conciernen a otros Estados), sino también las cuestiones proba-
torias y circunstanciales del escenario nacional colombiano. Es así como en 
la mayoría de los casos ha tomado como elementos para su argumentación 
decisiones judiciales de juzgados y tribunales nacionales, como también 
informes, recomendaciones y resoluciones de organismos internacionales 
que han sido adoptados con ocasión de la situación de derechos humanos 
en el marco del conflicto armado colombiano. 
Por su parte, tal y como lo señalamos anteriormente, los representan-
tes de las víctimas han utilizado en esencia los mismos argumentos que la 
Comisión, si bien es de anotar que en un par de oportunidades han tratado 
de ir más allá respecto a la protección del derecho a la vida, para lo que han 
utilizado la teoría del riesgo a la vida. 
Con la intención de responder en la medida de lo posible a las preguntas 
que guiaron la investigación en la que se enmarca este libro, creemos opor-
tuno destacar que a la hora de presentar el debate en torno al derecho a la 
vida ante la Corte idh se apeló también a normas extra-convencionales. En 
tal sentido podemos señalar que en términos generales y debido al contexto 
en el que se presentaron las violaciones de las que aquí se trata, tanto la cidh 
como los representantes de las víctimas echaron mano de los Convenios 
de Ginebra, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y, por 
supuesto, la Convención de Belém do Pará.
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Finalmente en cuanto al Estado, si bien ha tenido que atender y responder 
a los diferentes argumentos planteados, tanto por la cidh como por los repre-
sentantes de las víctimas, es factible identificar algunos elementos comunes 
ante los seis argumentos que hemos revisado. Las conductas que el Estado ha 
desplegado para su defensa han sido principalmente de carácter procesal y pro-
batorio. No obstante, esto no quiere decir que se haya presentado, sustentado 
y utilizado el acervo probatorio para demostrar la ausencia de responsabilidad 
por las violaciones planteadas en los términos de la Comisión y los represen-
tantes; por el contrario, el Estado ha cuestionado principalmente la idoneidad 
de las pruebas presentadas por ellos (cidh y representantes)  al proceso. 
Por otra parte, también hemos visto que el Estado se ha escudado, en 
lo que respecta a la prevención y garantía del derecho a la vida, y en con-
secuencia a los deberes especiales que de tal obligación se derivan, en las 
disposiciones y procedimientos propios del derecho interno de Colombia. 
A lo que hay que sumar la constante negación de realidades nacionales que 
para algunos podrían ser consideradas un hecho notorio, como lo son el 
conflicto armado colombiano y el fenómeno del paramilitarismo, entre otros.
En suma, podríamos concluir que el Estado no ha sido el más hábil ni el 
más responsable en el ejercicio de la defensa de sus intereses ante la Corte 
idh. En particular si esto se observa a la luz de un análisis transversal de los 
casos en los que Colombia ha sido condenada como el que se hace a lo largo 
de este capítulo y este libro.  En lo que respecta a las condenas por la viola-
ción al derecho a la vida, solo en dos oportunidades el Estado colombiano 
ha logrado excluir su responsabilidad. Esto obedece precisamente a que la 
estrategia de defensa ha tenido un objetivo diverso al que hemos visto en 
los demás casos, a saber, como en el caso Duque, probar que en efecto no 
contribuyó a la creación de un riesgo o a la vulneración del derecho.
En adición, creemos que es también importante anotar que la figura del 
reconocimiento de responsabilidad, sea parcial o total, respecto de las viola-
ciones al derecho a la vida ha sido ampliamente utilizada por el Estado. En 
los casos que hemos estudiado, por lo general es utilizada de manera parcial 
 Para algunas propuestas sobre cómo repensar la defensa que realiza el Estado en estos casos, ver 
maría carmelina londoño lázaro. “Una estrategia para la defensa del Estado en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos: aprender las lecciones de las sentencias con efectos reflejos 
para prevenir los casos repetitivo”, en rafael a. prieto sanjuán, Derecho del litigio internacional: 
herramientas jurídicas y estrategia para la solución de controversias internacionales en el siglo xxi, 
Bogotá, Grupo Editorial Ibáñez y Pontificia Universidad Javeriana, 015, pp. 11-.
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para reconocer la violación respecto de la obligación positiva de prevención 
y protección, mas no en lo que respecta a la obligación negativa que contiene 
el artículo  cadh. 
Pese a ello, también consideramos que la figura podría ser utilizada de 
manera más responsable y más oportuna para reconocer las afectaciones 
evidentes en las que el Estado ha tenido partida y cuya negación resulta 
casi imposible. En tal sentido, este cambio en el uso de la figura del reco-
nocimiento de responsabilidad podría trascender la simple asunción de un 
compromiso internacional en clave de los intereses nacionales, para respetar, 
dignificar y reparar a las víctimas.
Ahora bien, no obstante que en las páginas anteriores hemos estudiado la 
forma en la que se ha introducido el debate en torno a las violaciones respecto 
al derecho a la vida en los casos contra Colombia, debemos señalar que, si 
bien han mediado algunos reconocimientos de responsabilidad, las contro-
versias de fondo en torno al contenido y alcance de las obligaciones estatales 
no han cesado. Es por esta razón que se hace necesario estudiar y analizar el 
debate de fondo y la forma en que el juez interamericano lo ha dirimido, en 
muchos casos, de manera reiterativa ante las reacciones reticentes del Estado. 
 .  la  d e l i m i ta c i  n  d e l  d e r e c h o  a  la   i da 
p o r  la  c o rt e  i d h  e n  l o s  c a s o s  c o n t r a  c o l o m b i a  5
Aun cuando en principio podríamos identificar y plantear únicamente los 
problemas jurídicos atendidos y resueltos por la Corte idh en clave de los 
planteamientos que hemos señalado supra, estaríamos excluyendo discusio-
 Respecto a este cambio en la noción de representación del Estado ante el sidh, en perspectiva 
crítica y dialógica con los propósitos del sidh y la dignidad humana, con la que se reconoce la 
importancia de principio pro persona y la validez y utilidad de los reconocimientos de responsa-
bilidad del Estado en la defensa del mismo, ver, p. ej., juana inés acosta lópez. “La defensa de 
Colombia ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos: re-definiendo los conceptos de 
ganar y perder en el litigio internacional”, en prieto sanjuán, Derecho del litigio internacional: 
herramientas jurídicas y estrategia para la solución de controversias internacionales en el siglo xxi, 
cit., pp. 9-7.
5 Como es de suponer, la Corte idh no plantea de manera textual los problemas jurídicos sobre 
los que se pronuncia, salvo en las oportunidades en que señala que subsistió la controversia. Es 
por ello que, en atención al carácter ilustrativo y detallado que queremos dar a este documento, a 
medida que se vayan planteando los problemas jurídicos, se señalarán en nota al pie los párrafos 
de cada sentencia de los que se dedujo la interrogante.
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nes relevantes y reveladoras que se desarrollaron en el seno de estos casos. 
Es por esta razón que a continuación señalamos en términos generales las 
características y límites que el juez interamericano ha identificado (y desa-
rrollado) en estos casos y la forma en que ha zanjado la discusión entre las 
partes. De esta manera, con este tercer acápite, pretendemos caracterizar el 
trabajo que la Corte idh ha hecho en la materia.
Hemos agrupado los problemas jurídicos que resultan relevantes en varias 
categorías. En consecuencia, hablaremos primero de aquellas interrogantes 
que tienen que ver con la relevancia y el alcance del derecho a la vida. Pos-
teriormente, de aquellas que se preguntan por la obligación de prevención 
y garantía. En tercer lugar, de las que inquieren por la vulneración del de-
recho a la vida junto con otros derechos. Después, plantearemos aquellas 
discusiones sobre los medios de prueba. Continuando con las interrogantes 
que cuestionan la relevancia del dih y de otras normas extra convencionales. 
Finalmente, señalaremos aquellas relativas a la responsabilidad internacional, 
en concreto, al origen y la naturaleza, el alcance y los tipos de responsabilidad 
en los que se puede incurrir. 
 . 1 .  r e l e a n c i a  d e l  d e r e c h o  a  la   i da
Tal y como lo había anticipado ya la cidh en varios de los casos contra Co-
lombia, el derecho a la vida debe ser entendido como un derecho doblemente 
protegido al estar reconocido en el artículo , debiendo estar en consonancia 
tanto con el artículo 1.1 como con el  cadh. Esto, en otras palabras, significa 
que, en principio, el derecho a la vida debe ser protegido y respetado, pero a 
la vez, garantizado a través de la prevención de cualquier tipo de vulneración.
A partir de esa doble dimensión, la Corte idh ha reconocido, en casos 
como 19 comerciantes o Masacres de Ituango, que el derecho a la vida tiene 
particular relevancia para la Convención debido a que se trata de la piedra 
angular de todos los demás derechos que son por ella reconocidos6. Por 
esa razón, el juez interamericano ha determinado que este derecho corres-
ponde al núcleo inderogable de la cadh, lo que se traduce en que no puede 
6 Corte idh. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 5 de julio 
de 00. Serie C n.º 109, párr. 15; Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. 
Sentencia del 1 de enero de 006. Serie C n.º 10, párr. 119; Corte idh. Caso de las Masacres de 
Ituango vs. Colombia. Sentencia del 1.º de julio de 006. Serie C n.º 18, párr. 19.
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ser suspendido en ningún supuesto, ni siquiera cuando se trate de casos 
de guerra, peligro público y otras amenazas contra la independencia o la 
seguridad estatal7.
Así por ejemplo, en el caso de la Masacre de Pueblo Bello, la Corte idh 
rechazó el uso de la ponderación de derechos para evadir la atribución de la 
responsabilidad internacional del Estado. Esto debido a que en realidad, en 
el caso en concreto, debido a la naturaleza angular del derecho a la vida, no 
se trataba de una circunstancia en la que se pudiese legitimar la injerencia 
en el derecho en pro de los fines de la sociedad democrática, ni tampoco 
para determinar la necesidad del uso de la fuerza para el control del orden 
público8.
Por otra parte, el juez interamericano ha reconocido que el derecho a la 
vida es esencial, por lo que también se puede ver vulnerado en casos en los 
que la persona no haya fallecido. Es lo ocurrido en el caso de la Masacre de 
La Rochela, en donde el juez interamericano (como consecuencia del reco-
nocimiento total de responsabilidad del Estado respecto de la vulneración 
del artículo  cadh), extrapolando elementos de la jurisprudencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, trajo a colación la noción de peligro 
inminente y/o supervivencia fortuita9. 
En aquella oportunidad, la Corte idh declaró el derecho a la vida vul-
nerado, incluso en el caso de tres personas que sobrevivieron a un ataque 
indiscriminado en contra de los integrantes de la comisión judicial que inves-
tigaría una serie de homicidios y desapariciones en la región del Magdalena 
Medio, en Santander. El juez interamericano consideró en ese entonces que 
debido a que el ataque había sido perpetrado en contra de la totalidad de los 
integrantes y que la razón por la cual tres de ellos habían sobrevivido había 
sido por causa fortuita, su derecho a la vida se había visto violentado. En 
consecuencia, la conclusión de la Corte fue la de considerar que el peligro 
que estos tres sobrevivientes habían enfrentado había sido inminente y por 
tanto, debía ser protegida su vida. 
7 Ibíd., párr. 19.
8 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 1.
9 En concreto, la Corte idh trae a colación los casos Acar y otros vs. Turquía y Makaratzis vs. Grecia. 
Corte idh. Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia 
del 11 de mayo de 007. Serie C n.º 16, párrs. 16-18.
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Ahora bien, la Corte idh ha sido clara al determinar que el peligro o la 
amenaza a la vida debe ser realmente inminente. Por ello, también ha des-
estimado el uso de esta figura en casos como Valle Jaramillo y Duque, por 
cuanto el riesgo para la vida de las víctimas era inexistente o en su defecto, 
no era atribuible al Estado50. 
Finalmente, en lo que respecta a la especial relevancia que tiene el derecho 
a la vida en el marco de la cadh, el juez interamericano también ha señalado 
que la protección del mismo puede cobrar aún mayor urgencia, cuando se 
trata de sujetos que se encuentran en una situación de especial vulnerabi-
lidad o que en su defecto, cuentan con una triple protección en virtud de 
otro instrumento interamericano, como la Convención de Belém do Pará51. 
 .  .  o b l i g a c i  n  d e  p r e  e n c i  n  y  g a r a n t  a
En el acápite anterior, señalábamos que el derecho a la vida debe leerse en 
consonancia con la obligación de protección, pero a la vez con el deber ge-
neral de prevención y garantía de los derechos. Esto quiere decir, que más 
allá de la simple protección del derecho en un escenario en el que podría 
verse vulnerado, los Estados deben también, evitar a toda costa, que tal 
supuesto pudiese ocurrir, así como también, garantizar que el derecho será 
protegido en todo momento. 
Al respecto debemos explicar que la Corte idh ha sido muy clara al 
diferenciar ambas obligaciones en clave de lo que debe o no hacer el Estado 
respecto de un derecho. En general, en lo que respecta a la obligación de 
protección, el juez interamericano la ha entendido como negativa al llevar a 
que el Estado no sea quien vulnere o atente contra un derecho determina-
do. En cambio, en lo que respecta a la obligación de prevención y garantía, 
la Corte la ha caracterizado como una obligación de carácter positivo en la 
que los Estados deben desplegar su aparato, para evitar que surja un riesgo 
para el derecho, que terceros atenten contra el derecho o simplemente para 
responsabilizar a quienes lo han vulnerado.
50 Corte idh. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 7 
de noviembre de 008. Serie C n.º 19, párr. 9; Corte idh. Caso Duque vs. Colombia. Excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 6 de febrero de 016. Serie C n.º 10.
51 Corte idh. Caso Escué Zapata vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de julio 
de 007. Serie C n.º 165; Corte idh. Caso Yarce y otras vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia del  de noviembre de 016. Serie C n.º 5.
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En concreto, la Corte idh habló por primera vez de la obligación positiva 
de los Estados (en los casos contra Colombia), en el caso 19 comerciantes. 
En ese entonces, caracterizó esta obligación de prevención y garantía, como 
el deber estatal de crear todas las condiciones para que no se produzcan 
violaciones a los derechos reconocidos en la Convención5. Condiciones 
que se traducen necesariamente, en la toma de medidas apropiadas para la 
protección y preservación del derecho a la vida, que garanticen el pleno y 
libre ejercicio del mismo. 
Posteriormente, en casos como Masacre de Pueblo Bello, Masacres de 
Ituango y Masacre de Santo Domingo, el juez interamericano reafirmó que 
esta obligación positiva y la toma de estas medidas, recaía no solo sobre el 
legislador nacional, sino también sobre todas las instituciones estatales, la 
policía y las Fuerzas Armadas del Estado5; vinculando con ello, a toda la 
institucionalidad estatal en la defensa y protección de los derechos huma-
nos y en particular del derecho a la vida. Es así, como en el caso Palacio de 
Justicia, la Corte señaló que este tipo de medidas no solo eran de carácter 
jurídico, sino también podrían ser políticas, administrativas, culturales o 
económicas (indemnizatorias)5.
Pese a ello, la Corte idh también ha señalado que estas obligaciones de 
prevención y en especial la de garantía, no son absolutas, pues el Estado no 
siempre puede evitar la vulneración del derecho a la vida. Es así como en 
casos como Yarce y otras ha caracterizado la obligación como una obligación 
de medio y no de resultado, inclusive cuando la misma se ha visto refrendada 
por otros instrumentos internacionales como la Convención de Belem do 
Pará55. En tal sentido, el juez interamericano en casos antecedentes como 
Masacre de Pueblo Bello y Masacres de Ituango había determinado que el 
5 Corte idh. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 5 de 
julio de 00. Serie C n.º 109, párr. 15.
5 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 16; Corte idh.  Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia 
del 1.º de julio de 006. Serie C n.º 18, párrs. 19 y 1; Corte idh. Caso de la Masacre de Santo 
Domingo vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo y reparaciones. Sentencia del 0 de 
noviembre de 01. Serie C n.º 59, párr. 187.
5 Corte idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. 
Serie C n.º 87, párr. 519.
55 Corte idh. Caso Yarce y otras vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia de  de noviembre de 016. Serie C n.º 5, párr. 181.
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Estado no sería responsable del incumplimiento de esta obligación, siempre 
que las medidas y acciones que se hubiesen desplegado para su cumplimiento 
fueren idóneas y útiles56. 
Ahora bien, con respecto al contenido de esta obligación del Estado, la 
Corte idh también ha sido consistente desde 19 comerciantes en reconocer 
que se trata de un deber que no solo implica la prevención de las violaciones 
al derecho a la vida, sino también sancionar a los responsables de las mismas 
y evitar la arbitrariedad en tales decisiones sancionatorias57.
Pese a tal claridad, el juez interamericano ha tenido que enfatizar en que 
dentro de esas categorías también se encuentra el deber de investigar, no 
solo a los responsables sino también las circunstancias en las que ocurrieron 
las violaciones al derecho a la vida. Es así como encontramos que en los 
casos Valle Jaramillo, Manuel Cepeda Vargas y Yarce y otras, se estableció la 
necesidad de que se condujera una investigación, seria, imparcial y efectiva, 
conducente al esclarecimiento de los hechos58.
Obligación de investigación tan trascendental que en casos como los 
de Escué Zapata y Palacio de Justicia, ha sido inclusive utilizada como un 
elemento para determinar la responsabilidad del Estado por su omisión a 
la investigación de las amenazas serias y reales en contra de la vida de las 
víctimas59. En esa misma línea, en el caso Manuel Cepeda Vargas, la Corte 
56 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 16; Corte idh. Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia del 
1.º de julio de 006. Serie C n.º 18, párrs. 19 y 1.
57 Corte idh. Caso 19 comerciantes vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 5 de julio 
de 00. Serie C n.º 109, párr. 15; Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. 
Sentencia del 1 de enero de 006. Serie C n.º 10, párr. 11; Corte idh. Caso de las Masacres de 
Ituango vs. Colombia. Sentencia del 1.º de julio de 006. Serie C n.º 18, párr. 10; Corte idh. Caso 
de la Masacre de Santo Domingo vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo y reparaciones. 
Sentencia del 0 de noviembre de 01. Serie C n.º 59, párr. 187; Corte idh. Caso Yarce y otras 
vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de noviembre 
de 016. Serie C n.º 5, párr. 181.
58 Corte idh. Caso Valle Jaramillo y otros vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 
7 de noviembre de 008. Serie C n.º 19, párr. 99; Corte idh. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. 
Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 6 de mayo de 
010. Serie C n.º 1, párr. 117; Corte idh. Caso Yarce y otras vs. Colombia. Excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de noviembre de 016. Serie C n.º 5, párr. 181.
59 Corte idh. Caso Escué Zapata vs. Colombia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia del  de julio 
de 007. Serie C n.º 165, párr. 0; Corte idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio 
de Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 
1 de noviembre de 01. Serie C n.º 87, párrs. 50 y 51.
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idh ha especificado que en aquellas situaciones en las que existe un riesgo 
probado, sea por un contexto de violencia generalizada contra determina-
dos individuos o por la existencia de estructuras organizadas de poder que 
hayan perpetuado amenazas en contra del derecho a la vida, el Estado tiene 
una carga mayor en lo que respecta a la investigación y prevención de la 
vulneración de este derecho60.
Por último, consideramos relevante destacar que la Corte idh ha estimado 
que para que la vulneración al deber de prevención y garantía del derecho a 
la vida se produzca, es necesaria la existencia de un riesgo general en contra 
de los mismos. No obstante, la concurrencia de tres elementos sine qua non 
es necesaria en los casos en los que se presenta un contexto de violencia 
generalizada, como en el caso Yarce y otras; elementos que corresponden 
a la existencia de un riesgo real e inmediato para un individuo o grupo, el 
conocimiento del riesgo por parte de las autoridades y la ausencia de medidas 
necesarias e idóneas para la prevención de tal riesgo61.
 .  .  la  p r u e b a  i n d i c i a r i a ,  la  d e s a pa r i c i  n 
f o r z a da  y  e l  d e r e c h o  a  la   i da
Otra cuestión que ha sido desarrollada de manera transversal en la juris-
prudencia interamericana en los casos contra Colombia ha sido la relativa 
a la forma en que se verifica la vulneración al derecho a la vida. Discusión 
que cobra especial relevancia cuando se trata de aquellos casos en los que 
no existe un cadáver sino que la muerte ha sido determinada en virtud de 
una desaparición forzada. 
En otras palabras, lo que queremos destacar es que dentro de la Corte idh 
ha sido frecuente encontrar que las condenas por las violaciones en materia 
del derecho a la vida no requieren de la comprobación material de la muerte 
de una persona. De hecho, en casos como Caballero Delgado, Masacre de 
Pueblo Bello y Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia), 
se ha declarado la vulneración por la desaparición de las víctimas, respaldada 
con diversos medios probatorios, diferentes a los documentales o físicos.
60 Corte idh. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones 
y costas. Sentencia del 6 de mayo de 010. Serie C n.º 1, párr. 101.
61 Corte idh. Caso Yarce y otras vs. Colombia. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas. 
Sentencia del  de noviembre de 016. Serie C n.º 5, párr. 18.
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Así por ejemplo, en Caballero Delgado, la Corte determinó que podía de-
ducirse la vulneración del derecho a la vida de las víctimas como consecuencia 
de la desaparición prolongada de las mismas, el tipo de violencia empleado 
durante la retención ilegal y los testimonios recaudados en el marco de los 
procesos judiciales internos del Estado y del procedimiento interamericano. 
En suma, se declaró la responsabilidad por la violación al derecho a la vida, 
en conexidad con el derecho a la libertad personal6.
En el caso de la Masacre de Pueblo Bello, la Corte idh también condenó 
al Estado por la violación del derecho a la vida, aun cuando no mediaran 
pruebas materiales sobre la muerte de las personas. Esto debido a que el 
derecho a la vida se encontró vulnerado al no haberse conducido una inves-
tigación seria, idónea y útil para esclarecer los hechos y el paradero de las 
víctimas6. Argumentación que posteriormente fue reforzada, cuando, en 
el caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia), el juez 
interamericano destacó que el delito de desaparición forzada, como conducta 
pluriofensiva de derechos, conllevaba un deber reforzado de investigación y 
sanción hasta que terminase materialmente; es decir, hasta que se encontrase 
el cuerpo o se reconociese el paradero de la víctima6. 
En suma, la prueba de la violación al derecho a la vida puede, para la 
Corte idh, estar fundada en indicios claros y contundentes que lleven a la 
conclusión de la muerte de la persona. Es así como en los casos en los que 
se han verificado los elementos propios de la desaparición forzada, a saber, 
la privación de la libertad de una persona, la intervención o aquiescencia 
de agentes estatales y la negativa a reconocer el paradero de la víctima, se 
considera que se ha violado el derecho a la vida65.
6 Corte idh. Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Fondo. Sentencia del 8 de diciembre 
de 1995. Serie C n.º , párr. 6.
6 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 11 ss.
6 Corte idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. 
Serie C n.º 87, párr. 8.
65 Ibíd., párr. 6.
7Daniel Rivas-Ramírez
 .  .  r e l e a n c i a  d e l  d i h 
e n  l o  q u e  r e s p e c ta  a  la  c a d h
En términos generales, la discusión en torno al papel del dih dentro de la 
competencia de la Corte idh fue decantada desde uno de los primeros casos 
contra Colombia. En el caso Las Palmeras, el juez interamericano reconoció 
la excepción preliminar por falta de competencia que el Estado había invo-
cado en razón de las pretensiones fundadas en el dih. En tal oportunidad, 
la Corte aclaró que la aplicación del dih transgredía su competencia, y que 
únicamente podía utilizarlo como instrumento interpretativo en los supuestos 
en que resultase relevante por tratarse de un caso en el marco del conflicto 
armado interno66. 
En ese mismo sentido, la Corte ha mantenido su doctrina al respecto 
al destacar el carácter complementario que cumple el dih dentro de su 
jurisdicción. En los casos Masacre de Mapiripán, Masacres de Ituango, Ma-
sacre de Santo Domingo y Rodríguez Vera y otros, el juez interamericano ha 
desarrollado la idea, destacando que el derecho que le compete y el dih son 
sistemas normativos diferentes, que son aplicables en supuestos diferentes, 
razón por la cual no se puede hablar de una jerarquía entre ellos. Ahora bien, 
que sean diferentes no quiere decir que sean excluyentes, en particular de-
bido a que hay casos en los que ambas regulaciones son no solo relevantes, 
sino que resultan aplicables. En consecuencia, para efectos de la función del 
juez interamericano, este no puede declarar la responsabilidad internacional 
en virtud del dih, pero sí puede utilizarlo para determinar el alcance de las 
obligaciones derivadas de la cadh67. 
Así por ejemplo, en el caso Yarce y otras, el dih fue descartado de plano 
por la Corte debido a que no resultaba útil para la interpretación de la cadh 
66 Corte idh. Caso Las Palmeras vs. Colombia. Excepciones preliminares. Sentencia del  de febrero 
de 000. Serie C n.º 67.
67 Corte idh. Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia del 15 de septiembre de 005. 
Serie C n.º 1, párr. 107; Corte idh. Caso de las Masacres de Ituango vs. Colombia. Sentencia del 
1.º de julio de 006. Serie C n.º 18, párr. 179; Corte idh. Caso de la Masacre de Santo Domingo 
vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo y reparaciones. Sentencia del 0 de noviembre de 
01. Serie C n.º 59, párr. ; Corte idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio 
de Justicia) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 
1 de noviembre de 01. Serie C n.º 87, párr. 9.
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en el entendido de que en ningún momento se había señalado por las partes 
que el caso se enmarcara dentro del conflicto armado. 
En lo que respecta a la relación entre el derecho a la vida y el dih, la 
Corte idh solo se ha pronunciado en tres oportunidades: Masacre de Santo 
Domingo, Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río Caca-
rica (Operación Génesis) y Rodríguez Vera y otros (Desparecidos del Palacio de 
Justicia). En los casos Masacre de Santo Domingo y Operación Génesis la Corte 
trajo a colación los principios del dih de la proporcionalidad, la distinción 
y la precaución, entre otros, para determinar si en realidad el derecho a la 
vida se había vulnerado por parte del Estado en medio de las conductas que 
motivaron el caso68. A su vez, en Masacre de Santo Domingo, el juez inte-
ramericano utilizó el dih para determinar el alcance de la protección de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes que se habían visto afectados69. 
En cambio, en el caso Rodríguez Vera y otros se empleó para interpretar el 
alcance de la obligación de prevención y garantía del derecho a la vida, en 
particular en lo relativo al levantamiento e identificación de los cadáveres 
de los fallecidos70.
Al final, vemos que si bien es cierto que desde los primeros años la Corte 
idh ha sido clara al afirmar y explicar por qué no es un tribunal competente 
para aplicar el dih para responsabilizar a los Estados internacionalmente, 
ha utilizado en algunos casos, de manera acertada y conveniente, estas 
normas. Pese a ello, cabe destacar que, considerando lo que señalábamos 
al principio del capítulo y el reconocimiento judicial del contexto armado 
interno en Colombia en la mayoría de los casos, resultaría apenas lógico que 
la Corte idh hubiese echado mano del dih en un mayor número de casos, 
en particular, en los de las diferentes masacres, ejecuciones extrajudiciales 
y desapariciones forzadas. 
68 Corte idh. Caso de la Masacre de Santo Domingo vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo 
y reparaciones. Sentencia del 0 de noviembre de 01. Serie C n.º 59, párrs. 187 ss.; Corte 
idh. Caso de las Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río Cacarica (Operación 
Génesis) vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 0 
de noviembre de 01. Serie C n.º 70, párrs. 1-. 
69 Corte idh. Caso de la Masacre de Santo Domingo vs. Colombia. Excepciones preliminares, fondo 
y reparaciones. Sentencia del 0 de noviembre de 01. Serie C n.º 59, párr. 187.
70 Corte idh. Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia. Ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 1 de noviembre de 01. 
Serie C n.º 87, párr. 96.
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 . 5 .  o r i g e n  y  a l c a n c e  d e  la  r e s p o n s a b i l i da d 
i n t e r n a c i o n a l
Otro de los elementos que han sido desarrollados en el marco de los casos 
contra Colombia y que merece mención es la discusión sobre el alcance de 
la responsabilidad internacional del Estado por las violaciones a derechos 
humanos, dentro de los que se encuentra evidentemente el derecho a la vida. 
La Corte idh desarrolló ampliamente el alcance de la responsabilidad 
del Estado en el caso de la Masacre de Pueblo Bello, en donde distinguió la 
responsabilidad internacional de la responsabilidad interna del Estado. En 
concreto, aclaró respecto del Estado colombiano que en el derecho internacio-
nal no se requiere de la culpabilidad para que se incurra en responsabilidad, 
debido a que basta con la simple infracción del deber contemplado en las 
obligaciones internacionales convencionales y extra convencionales71. Esto 
quiere decir que en realidad, para que el Estado sea internacionalmente res-
ponsable ante la Corte idh, solo es necesario que se haya infringido alguna 
de las obligaciones contempladas en la cadh. 
De lo anterior se deriva que la responsabilidad del Estado en los casos en 
los que se ha visto afectado el derecho a la vida se presente sea por acción o 
por omisión, es decir, por el incumplimiento convencional de los artículos 
1.1 y  cadh, en relación con el artículo . En consecuencia, en realidad la 
responsabilidad del Estado trasciende el accionar estatal para abarcar incluso 
las actuaciones de terceros. 
Como lo hemos visto en los apartados anteriores, es frecuente encon-
trar en los casos colombianos que las vulneraciones al derecho a la vida se 
presentan por la acción de grupos paramilitares u otros grupos armados al 
margen de la ley. Esto ha llevado a que la Corte idh haya decantado su juris-
prudencia en lo que tiene que ver con el actuar de particulares, afirmando 
que el Estado también debe, en algunos casos, responder por él. 
Este razonamiento se explica por cuanto las normas que componen 
el derecho interamericano no pueden ser tenidas bajo un criterio numerus 
clausus, sino que por el contrario suponen que la interpretación de la Corte 
71 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 11.
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debe ser maximalista hacia la protección de los derechos humanos, inclusive 
cuando se trate de sucesos ocurridos en las relaciones inter-individuales7.
En ese mismo sentido, el juez interamericano también ha aclarado que 
en realidad él no opera como un tribunal penal, sino que es un tribunal de 
derechos humanos. Por ello, considerando lo que hemos resaltado sobre 
los elementos de la responsabilidad internacional del Estado, la Corte idh 
no tiene por qué evaluar la posición de garante individual de los diferentes 
sujetos.
Es por esta misma razón que, al ser un sistema de responsabilidad obje-
tiva, el Estado colombiano puede ser declarado internacionalmente respon-
sable aun cuando en el derecho interno haya sido absuelto, o en su defecto, 
condenado a reparar de determinada manera. Esto se pudo comprobar 
también en el caso de la Masacre de Mapiripán, cuando el Estado intentó 
limitar su reconocimiento de responsabilidad internacional conforme a lo 
que se había establecido en el derecho interno y la Corte idh determinó que 
no era posible debido a que la causa de la responsabilidad era diferente7. 
En suma, la Corte idh ha sido clara en determinar que la responsabilidad 
internacional del Estado es una responsabilidad especial y diferente a la del 
derecho interno. Es por esto que ella, en el ejercicio de su competencia, debe 
comportarse como un tribunal internacional y fallar conforme al cumpli-
miento de los estándares y normas interamericanas, siempre propendiendo 
a la promoción, garantía, protección y respeto de los derechos humanos. 
r e f l e  i o n e s  f i n a l e s :  d e  la  p r o t e c c i  n  n o r m at i a 
a  la  p r o t e c c i  n  e f e c t i a  d e l  d e r e c h o  a  la   i da
La Corte idh, en el ejercicio de su función y con base en su autoridad como 
intérprete de la cadh, ha hecho bien en considerar el derecho a la vida como 
el núcleo esencial e inderogable de la Convención, pues es evidente que sin 
vida no es posible realizar los demás derechos allí reconocidos. De hecho, solo 
un par de ellos, como el derecho a la honra, se mantienen vigentes incluso 
después de la muerte de una persona. Es por esto que el alcance del derecho 
7 Corte idh. Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia del 1 de enero de 006. 
Serie C n.º 10, párr. 11.
7 Corte idh. Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia del 15 de septiembre de 005. 
Serie C n.º 1.
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a la vida en términos de su protección efectiva, así como su prevención y 
garantía, es apenas justo y necesario en todos los casos.
La jurisprudencia interamericana ha sido constante a lo largo de los 
años en responsabilizar al Estado ante cualquier amenaza o afectación a la 
vida de las personas. Así por ejemplo, con una fundamentación acertada, 
también se ha responsabilizado al Estado en los casos en los que las víctimas 
fallecen no solo a manos de los agentes estatales sino también de particulares, 
reconociendo la importancia que tiene el deber de prevención por parte del 
Estado mismo.
Otro de los aciertos que vale la pena destacar en el trabajo de la Corte 
idh es el de la amplificación del alcance de la obligación de protección para 
garantizar el respeto del derecho a la vida, incluso en aquellos casos en los 
que no ha habido comprobación de la muerte o en los que esta no ha ocurri-
do. Es por ello que es de aplaudir, moderadamente, que se hayan empleado 
nociones del dih para dotar de contenido a este deber de protección. 
Pese a ello, la labor de la Corte siempre puede mejorar. Es así que resulta 
oportuno señalar que aun cuando el juez interamericano ha utilizado los prin-
cipios del dih, convendría amplificar su uso en todos los casos en los que el 
contexto de conflicto armado interno juega un papel determinante para la viola-
ción de derechos humanos. Con anterioridad tuvimos la oportunidad de señalar 
que, como mínimo, debería ser la regla general para los casos de las masacres.
Finalmente, otro elemento que echamos de menos en el estudio de la 
jurisprudencia interamericana en los casos contra Colombia es el del diálo-
go judicial multinivel. Si bien es cierto que en un par de casos, entre ellos 
Masacre de La Rochela, se apeló a la jurisprudencia del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, sería útil, para los propósitos y funciones del juez 
interamericano y la maximalización de la protección de los derechos huma-
nos, apelar con mayor frecuencia a las experiencias antecedentes de otras 
latitudes, pero también a las experiencias nacionales7. Después de todo, el 
derecho internacional, a pesar de ser un ordenamiento autónomo, dialoga y 
se relaciona con el derecho interno75.
7 Respecto a las virtudes del diálogo judicial multinivel en general, y en particular en el caso inte-
ramericano ver paola andrea acosta alvarado. Diálogo judicial y constitucionalismo multinivel: 
el caso interamericano, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 015.
75 Sobre la importancia de establecer un diálogo con el derecho nacional y aprovechar las decisiones 
de los tribunales nacionales ver, entre otros, paola andrea acosta alvarado y daniel rivas-
ramírez. “¿Y dónde está el diálogo? A propósito de la jurisprudencia interamericana sobre 
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